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Título. Delito de Peculado. Prueba pericial 
Sumilla: 1. No se trata de determinar si la conclusión, o parte resolutiva de la 
sentencia, es a final de cuentas correcta o incorrecta, sino si el razonamiento 
probatorio cumple con las exigencias constitucionalmente relevantes, de ahí que 
no es competencia del Tribunal de Casación volver a valorar, autónomamente, el 
material probatorio disponible, sino si la apreciación probatoria no presenta 
algún vicio normativo o lógico que la invalide. 2. El órgano jurisdiccional tiene 
la atribución de analizar el mérito de la prueba pericial, de suerte que ésta no es 
vinculante. Sin embargo, también es patente que el examen judicial debe ser 
razonable, a partir de sus argumentaciones y fundamentos, y que no puede 
apartarse de la prueba pericial sin argumentos consistentes y a partir de un puro 
decisionismo sin justificación seria alguna. Un juez no puede apartarse de las 
conclusiones periciales acudiendo solo a sus conocimientos privados, técnicos o 
científicos, sino que tendrá que sustentar su análisis observando los criterios y 
aportes de la pericia en función a la logicidad de sus razonamientos y a la 
solidez y solvencia de los argumentos y principios científicos en que se apoye. 

 
 

–SENTENCIA DE CASACIÓN– 
 

Lima, seis de junio de dos mil veintidós  
 

VISTOS; en audiencia pública; el recurso de casación por 

las causales de quebrantamiento de precepto procesal y violación de la garantía de 
motivación, interpuesto por la señora FISCAL SUPERIOR DE ANCASH contra la 
sentencia de vista de fojas seiscientos noventa y siete, de diecinueve de 
diciembre de dos mil diecinueve, que confirmando en un extremo y 
revocando en otro la sentencia de primera instancia de fojas cuatrocientos 
cincuenta y cuatro, de treinta y uno de enero de dos mil diecinueve, absolvió 
a Luis Prisciliano Escudero Saldarriaga, César Allende Ramírez, Julián 
Watson Cirilo Diestra, Jesús Alcides Alarcón Ramos, Juan Sánchez 
Quiñones y Carlos Enrique Vargas Ascarza de la acusación                       
fiscal formulada contra ellos por delito de peculado en agravio del                     
Estado – Municipalidad Provincial de Pomabamba; con todo lo demás que 
al respecto contiene.  
Ha sido ponente el señor SAN MARTÍN CASTRO.  
 

FUNDAMENTOS DE HECHO  
 

PRIMERO . Que, según la acusación fiscal de fojas setecientos veintiocho, la 
ejecución de la obra “Construcción de la Piscina Municipal” se inició en 
virtud del contrato de ejecución de obra ADS 0004-2008-GPP-CEP, suscrito 
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el día veinticuatro de marzo de dos mil ocho por Julián Watson Cirilo 
Diestra, alcalde de la Municipalidad Provincial de Pomabamba, y Cesar 
Allende Ramírez, representante legal de la empresa “Constructora e 
Inmobiliaria RASEC E.I.R.L.”, con un presupuesto de quinientos cincuenta 
mil soles con un céntimo, obra que debía ejecutarse en un plazo de ciento 
sesenta y cinco días calendarios. Empero, en la ejecución de la obra 
existieron omisiones en su cumplimiento por parte de la empresa ejecutora. 
Actualmente la obra está inconclusa, pendiente de entrega y sin 
funcionamiento. Falta ejecutar, en la piscina, la partida templadora para 
andarivel, las tuberías de sistema de agua caliente, la longitud de las 
tuberías PVC SAL seis pulgadas existentes es mucho menor al indicado en 
el presupuesto, y las rejillas de rebose y desborde no se encuentran 
colocadas en el sistema de captación, así como la caja de reunión y sistema 
de ingreso – rebose no se ubica. Por otro lado, los servicios higiénicos y 
baños se vienen deteriorando por falta de entrega, faltan duchas, caños en 
lavatorios, tanque de inodoros y luminarias; no se encuentra en 
funcionamiento el sistema eléctrico y el sistema de agua, el cielo raso es de 
triplay –pero, según presupuesto, debió ser de machihembrado–. También 
faltan pruebas de accesorios eléctricos en los exteriores, el pavimento 
flexible (adoquinado) no fue ejecutado –según cuaderno de obra, el 
supervisor habría autorizado con cerámica y no existió aprobación de la 
entidad–, en el pasadizo de servicios higiénicos, entre la piscina, existe 
asentamiento de pisos cerámicos debido a la mala compactación de terreno, 
el muro del cerco perimétrico de ladrillo (kk) cara vista presenta fisuras 
verticales en intermedio, que se debe a asentamientos diferenciales; los 
postes reflectores son solo de tubería de fierro, mientras en presupuesto 
indica poste de fierro fundido. Asimismo, las plantas ornamentales están 
incompletas. La obra no fue recibida (no existe acta de recepción de obra), 
tampoco fue liquidada. Además, pese que la obra no se terminó en el plazo 
previsto, la entidad no aplicó penalidades al contratista. Peor aún, no se 
encuentra el expediente técnico, cuaderno de obra y otros documentos 
correspondientes a la obra, pese a que en la Municipalidad Provincial de 
Pomabamba se ha buscado en los archivos y demás áreas.  
∞ Los cargos se imputaron al alcalde, a los supervisores, a los residentes de 
la obra y al titular de la empresa contratista. 
 
SEGUNDO. Que, respecto del trámite del proceso, se tiene lo siguiente: 
1. La acusación de fojas una, de veintiocho de diciembre de dos mil 

quince, calificó los hechos como peculado doloso previsto en el artículo 
387 del Código Penal y solicitó se imponga a todos los encausados cinco 
años con cuatro meses de pena privativa de libertad efectiva, cincuenta 
días multa, cinco años de inhabilitación y cien mil soles por concepto de 
reparación civil de manera solidaria.  
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2. El Cuarto Juzgado Unipersonal Permanente Supraprovincial 
Especializado en Delitos de Corrupción de Funcionarios, mediante la 
sentencia de fojas cuatrocientos cincuenta y cuatro, de treinta y uno de 
enero de dos mil diecinueve, condenó a Luis Prisciliano Escudero 
Saldarriaga y Cesar Allende Ramírez, al primero como autor, y al 
segundo como cómplice, del delito de peculado doloso en agravio del 
Estado – Municipalidad Provincial de Pomabamba a cuatro años de pena 
privativa de libertad, suspendida condicionalmente por el plazo por tres 
años e inhabilitación contra Escudero Saldarriaga por un plazo de cuatro 
años, así como al pago por concepto de reparación civil de noventa mil 
soles de manera solidaria. De igual manera, absolvió a Julián Watson 
Cirilo Diestra, Jesús Alcides Alarcón Ramos, Juan Sánchez Quiñones y 
Carlos Enrique Vargas Ascarza de la acusación fiscal formulada contra 
ellos por el indicado delito en agravio del Estado – Municipalidad 
Provincial de Pomabamba.  

3. Los abogados de los condenados y el representante del Ministerio 
Publico interpusieron recurso de apelación. Los primeros en el extremo 
condenatorio y el fiscal provincial en el extremo absolutorio.   

4. Concedido el recurso de apelación y culminado el trámite impugnativo, 
la Primera Sala Penal de Apelaciones profirió la sentencia de vista de 
fojas seiscientos noventa y siete, de diecinueve de diciembre de dos mil 
diecinueve, que confirmando en un extremo y revocando en otro la 
sentencia de primera instancia de fojas cuatrocientos cincuenta y cuatro, 
de treinta y uno de enero de dos mil diecinueve, absolvió a Luis 
Prisciliano Escudero Saldarriaga, César Allende Ramírez, Julián Watson 
Cirilo Diestra, Jesús Alcides Alarcón Ramos, Juan Sánchez Quiñones y 
Carlos Enrique Vargas Ascarza de la acusación fiscal formulada en su 
contra por delito de peculado en agravio del Estado – Municipalidad 
Provincial de Pomabamba.  

5. Contra la sentencia de vista el representante del Ministerio Público 
promovió el recurso de casación.  
 

TERCERO. Que la señora FISCAL SUPERIOR en su escrito de recurso de 
casación de fojas setecientos veintiocho, de diez de enero de dos mil veinte, 
invocó los motivos de casación de quebrantamiento de precepto procesal y 
violación de la garantía de motivación (artículo 429, incisos 2 y 4, del 
Código Procesal Penal –en adelante, CPP–). Razonó que se vulneró lo 
dispuesto en el Acuerdo Plenario 4-2015/CJ-116; que se interpretó 
indebidamente los alcances de la pericia, y se quebrantó el artículo 178, 
numeral 1, literal b), del Código Procesal Penal. 
∞ Desde el acceso excepcional, amén de citar la norma que lo ampara, postuló 
que los jueces no pueden descalificar una pericia por razones que inciden en 
la situación o estado de hecho del objeto a peritar, como lo prevé el artículo 
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178, numeral 1, literal b), del Código Procesal Penal, de suerte que no se 
puede cuestionar el ámbito de la descripción de hecho objeto de pericia.  
 
CUARTO . Que, conforme a la Ejecutoria Suprema de fojas ciento dieciséis, 
de diez de setiembre de dos mil veintiuno, es materia de dilucidación en 
sede casacional: 

A. Las causales de quebrantamiento de precepto procesal y violación de garantía de 
motivación: artículo 429, numerales 2 y 4, del Código Procesal Penal.  

B. El análisis normativo de los alcances de la apreciación de la prueba 
pericial (de ingeniería y contable, en este caso), desde lo dispuesto en 
el artículo 178, numeral 1, literal b), del Código Procesal Penal y el 
Acuerdo Plenario 4-2015/CJ-116, de dos de octubre de dos mil 
quince. 
 

QUINTO . Que, instruidas las partes de la admisión del recurso de casación, 
materia de la resolución anterior –sin la presentación de alegatos 
ampliatorios–, se expidió el decreto de fojas ciento treinta que señaló fecha 
para la audiencia de casación el día treinta de mayo último.  
 
SEXTO . Que, según el acta adjunta, la audiencia pública de casación se 
realizó con la intervención del señor Fiscal Adjunto Supremo en lo Penal, 
doctor César Zanabria Chávez. 
 
SÉPTIMO . Que, concluida la audiencia, a continuación, e inmediatamente, 
en la misma fecha, se celebró el acto de la deliberación de la causa en sesión 
secreta. Efectuado ese día, se realizó la votación correspondiente y obtenido 
el número de votos necesarios (por unanimidad), corresponde dictar la 
sentencia casatoria pertinente, cuya lectura se programó en la fecha. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO  

 
PRIMERO . Que la censura casacional está circunscripta, desde las causales 
de quebrantamiento de precepto procesal y violación de garantía de motivación, a examinar 
si las pericias de ingeniería civil y contable se apreciaron correctamente en 
función a las exigencias normativas correspondientes. 
 
SEGUNDO. Que se trata de una sentencia absolutoria, por lo que el examen 
casacional está en función al análisis de la motivación correspondiente; es 
decir, si ésta presenta algún defecto de motivación constitucionalmente 
relevante, tales como: motivación omitida, motivación incompleta, 
motivación insuficiente, motivación contradictoria, motivación vaga o 
genérica, motivación impertinente, motivación hipotética, motivación 
falseada o fabulado y motivación irracional. La garantía constitucional 
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afectada sería la genérica de tutela jurisdiccional y la específica de 
motivación (motivación de fondo fundada en Derecho): ex artículo 139, 
incisos 3 y 5, de la Constitución. En atención a la pretensión impugnativa 
del Ministerio Público la motivación denunciada es la motivación irracional.  
∞ No se trata de determinar si la conclusión, o parte resolutiva de la 
sentencia, es a final de cuentas correcta o incorrecta, sino si el razonamiento 
probatorio cumple con las exigencias constitucionalmente relevantes, de ahí 
que no es competencia del Tribunal de Casación volver a valorar, 
autónomamente, el material probatorio disponible, sino examinar si la 
apreciación probatoria presenta o no algún vicio normativo o lógico que la 
invalide. 
 
TERCERO. Que, ahora bien, la sentencia de vista realizó una apreciación de 
las pericias de ingeniería civil y contable y concluyó que éstas no le 
merecían convicción. Estimó que, si bien la obra estaba presupuestada en 
quinientos mil soles, se pagó a la empresa contratista, por seis 
valorizaciones que ésta presentó –con una diferencia de veintinueve mil 
ochocientos treinta y nueve soles con treinta y seis céntimos–, la suma de 
quinientos setenta nueve mil ochocientos treinta nueve soles con treinta y 
siete céntimos, la pericia de ingeniería civil, amén de que se hizo luego de  
cerca de seis años de ocurridos los hechos, no explicó cómo llegó a 
determinar la sobrevaloración cuestionada, pues dicha pericia no cuenta con 
anexo alguno que la justifique. Además, acotó que tomó como referencia una 
liquidación pericial técnica financiera de obra realizada por la propia 
Municipalidad agraviada, lo que es una información imparcial.  
∞ En cuanto a la pericia contable, la perita contadora explicó que el reajuste 
de precios no fue aprobado por la Municipalidad y, además, el presupuesto 
debió ampliarse para proceder a su pago, pero como, a juicio del Tribunal 
Superior, no está probada la sobrevaloración, no es posible estimar una 
apropiación de los causales municipales. 
 
CUARTO . Que es evidente que el órgano jurisdiccional tiene la atribución de 
analizar el mérito de la prueba pericial, de suerte que ésta no puede ser 
vinculante –es el juez, como consecuencia de la actividad probatoria, del 
aporte del perito para ilustrarlo quien decide si acoge o no las conclusiones 
periciales–. Sin embargo, también es patente que el examen judicial debe 
ser razonable, a partir de sus argumentaciones y fundamentos, y que no 
puede apartarse de la prueba pericial sin argumentos consistentes y a partir 
de un puro decisionismo sin justificación seria alguna. Un juez no puede 
apartarse de las conclusiones periciales acudiendo solo a sus conocimientos 
privados, técnicos o científicos, sino que tendrá que sustentar su análisis 
observando los criterios y aportes de la pericia en función a la logicidad de 
sus razonamientos y a la solidez y solvencia de los argumentos y principios 
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científicos en que se apoye [cfr: CAFFERATA NORES, JOSÉ / HAIRABEDIÁN , 
MAXIMILIANO : La prueba en el proceso penal, 6ta. Edición, Editorial 
LexisNexis, Buenos Aires, 2008, p. 100. JAUCHEN, EDUARDO: Tratado de 
la prueba penal, Editores Rubinzal Culzoni, Buenos Aires, 2002, p. 437]. Si 
los fundamentos y las conclusiones de la prueba pericial reúnen todos los 
requisitos de lógica, de técnica, de ciencia, que para el caso pueden exigirse, 
no puede ser rechazado por juez sin incurrir en arbitrariedad [DAVIS 

ECHANDÍA , HERNANDO: Compendio de la prueba judicial, tomo II, 
Editorial Rubinzal Culzoni Editores, Buenos Aires, p. 113]. 
∞ Causalmente, como se verá, el Tribunal Superior citó el Acuerdo Plenario 
4-2015/CIJ-119 pero sin seguir sus directivas. 
 
QUINTO . Que, del análisis de la pericia de ingeniería civil, elaborada en 
diciembre de dos mil catorce, se tiene que ésta realizó una operación o 
reconocimiento pericial in situ de la construcción de la piscina, y tuvo en 
cuenta lo que señaló la propia empresa “Constructora e Inmobiliaria 
RASEC E.I.R.L.” en sus documentos de valorización, así como la 
liquidación técnico pericial financiera de la obra, elaborado por un ingeniero 
de la propia Municipalidad [folio dos de la pericia] –es claro que el 
expediente técnico, sorprendentemente, desapareció y la empresa ni siquiera 
proporcionó el que ella tenía para realizar la obra–, de cuya descripción, 
análisis subsiguiente y conclusiones, se advierte (i) qué es producto del 
deterioro por acción del tiempo y (ii) qué es consecuencia de lo que se hizo 
contrario a lo exigible por el contrato, así como que, en pureza, la obra no se 
concluyó; y, además, (iii) que el contrato estipulaba que no se podía pagar 
más de lo que el contrato estipulaba, pues era un contrato a suma alzada.  
∞ Esta pericia, en suma, desacredita por completo que la obra se concluyó 
como se dijo falsamente en el Informe 31-2009/MNPP/GI/GEVA/SO, de 
dos de marzo de dos mil nueve, emitido por el Supervisor de Obra Carlos 
Vargas Ascarza.  
∞ Por consiguiente, la lectura del informe pericial por el Tribunal Superior 
fue incompleta e ilógica. No se enunció todo su contenido y relevancia, y se 
efectuó una inferencia inadecuada con violación de los principios de razón 
suficiente. Medió una ausencia de análisis de los hallazgos desde la 
operación pericial y desde el aporte analítico propiamente dicho. Se 
inobservó, además, el principio lógico de identidad –no es posible que se le 
dé merito para estimar la realidad de los pagos efectuados, pero no para 
cuestionar su exceso, punto básico del delito de peculado–. Ello determinó 
una conclusión irrazonable acerca de su valor probatorio. 
 
SEXTO . Que, según las pericias contables de doce de febrero de dos mil 
quince y de cinco de octubre de ese año, el monto contratado para la obra 
fue de quinientos cincuenta mil soles, pero en seis valorizaciones se pagó un 
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total de quinientos setenta y nueve mil ochocientos treinta y nueve soles con 
treinta y siete céntimos, que generó una diferencia de veintinueve mil 
ochocientos treinta y nueve soles con treinta y seis céntimos; que la 
renovación de la carta fianza se realizó cuarenta y tres días posteriores a la 
renovación válida; que para los pagos no se aprobó una ampliación 
presupuestal; y, que, en suma, no existe correspondencia entre lo 
presupuestado con lo ejecutado. 
∞ Estos datos son objetivos. Nada indica que se realizó un pedido y un pago 
legalmente autorizado. El Tribunal ni siquiera explicó la validez y 
aplicación al caso concreto de la fórmula polinómica –solo citó, sin mayor 
referencia, un precepto legal–, y no analizó tanto si la empresa la justificó 
como exigían las normas de la materia como si medió un pronunciamiento 
debido de la Municipalidad sobre este punto. 
 
SÉPTIMO . Que, en conclusión, la motivación de la sentencia de vista, como 
quedó expuesto, presenta defectos constitucionalmente relevantes. Se 
interpretó y aplicó erróneamente, desde el artículo 178 del CPP, las reglas 
del artículo 393, numeral 2, del Código Procesal Penal. La sentencia debe 
ser rescindente. 
 

DECISIÓN 
 

Por estas razones: I. Declararon FUNDADO el recurso de casación por las 
causales de quebrantamiento de precepto procesal y violación de la garantía de motivación, 
interpuesto por la señora FISCAL SUPERIOR DE ANCASH contra la sentencia 
de vista de fojas seiscientos noventa y siete, de diecinueve de diciembre de 
dos mil diecinueve, que confirmando en un extremo y revocando en otro la 
sentencia de primera instancia de fojas cuatrocientos cincuenta y cuatro, de 
treinta y uno de enero de dos mil diecinueve, absolvió a Luis Prisciliano 
Escudero Saldarriaga, César Allende Ramírez, Julián Watson Cirilo Diestra, 
Jesús Alcides Alarcón Ramos, Juan Sánchez Quiñones y Carlos Enrique 
Vargas Ascarza de la acusación fiscal formulada contra ellos por delito de 
peculado en agravio del Estado – Municipalidad Provincial de Pomabamba; 
con todo lo demás que al respecto contiene. En consecuencia, CASARON 
la sentencia de vista. II.  Y, reponiendo la causa al estado que le 
corresponde: ORDENARON se realice nuevo juicio de apelación por otro 
Colegiado Superior, teniendo presente y asumiendo obligatoriamente lo 
estipulado en esta sentencia casatoria; con remisión de las actuaciones y 
copia certificada de esta sentencia al Tribunal Superior de origen; 
registrándose. III. DISPUSIERON  se lea la sentencia casatoria en 
audiencia pública, se notifique inmediatamente y se publique en la página 
web del Poder Judicial. INTERVINO  la señora jueza suprema Pacheco 
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Huancas por licencia de la señora jueza suprema Carbajal Chávez. HÁGASE 

saber a las partes procesales personadas en esta sede suprema. 
 

Ss.   
 

SAN MARTÍN CASTRO 
 
ALTABÁS KAJATT 
 
SEQUEIROS VARGAS 
 
PACHECO HUANCAS 
 
COAGUILA CHÁVEZ 

CSMC/AMON     
 

 
 
 
   


